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FOE-OP-499

   14 de octubre, 2008


 
Al  contestar  refiérase 


al oficio Nro. 10848
                                                                
14 de octubre, 2008
                                                                 
FOE-OP-499
M.Sc. Francisco J. Jiménez Reyes

Presidente Ejecutivo

Junta Administrativa Portuaria y de Desarrollo 
de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA)

Estimado señor:

Asunto: 
Se emite criterio requerido  mediante oficio P.E.177-2008, en relación con el programa “Becas Hernán Garrón Salazar”.

En oficio Nro. P.E.177-2008 del 26 de agosto del 2008 esa Presidencia Ejecutiva requiere el criterio sobre la aplicación de la “Beca Hernán Garrón Salazar”  referida a un beneficio que JAPDEVA concede a estudiantes de secundaria que posean baja condición económica, que cuenten con el mejor  promedio de cada cantón de la provincia de Limón. Se adjunta a su oficio el documento AL- 048-08-SJ, en que se externa la posición jurídica del Departamento Legal de esa entidad. 

En primer lugar debe señalarse que en lo que corresponde al manejo de recursos públicos y particularmente tratándose del otorgamiento de beneficios económicos a particulares, la actividad desplegada por la Administración debe ser apegada al ordenamiento jurídico, razonable y sometida a un riguroso sistema de control interno. Los siguientes son algunos de los aspectos que deben ser considerados al otorgar un beneficio como el aquí tratado
1- Principio de legalidad: No debe perderse de vista que en todo momento la administración está sometida al principio de legalidad que delimita el ámbito de actuación de los funcionarios y las instituciones públicas.
De esta forma dispone el artículo 11 de la Constitución Política que:
Artículo 11: “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella…” 
Derivada de la anterior norma, la Ley General de la Administración Pública, dispone lo suyo, al  establecer: 
“Artículo 11: “1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y solo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. 2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa”. 
Este principio resulta de plena aplicación al tema de otorgamiento de becas a particulares, sobre todo si se considera que los fondos sobre los cuales se estarían aplicando dichos beneficios, son de carácter públicos. 
2- Principio de legalidad presupuestaria: Derivado de lo anterior debe considerarse el principio de legalidad presupuestaria consagrado en los artículos 176 y 180 de la Constitución Política, que conceptualiza al presupuesto como límite en el actuar de la Administración respecto al uso y disposición del erario público. 
En lo que a nuestro caso interesa, dicho principio se traduce en la necesidad de que exista, además de una norma legal que cree el beneficio, una norma presupuestaria que autorice el pago respectivo.  Señalan las normas en comentario, lo siguiente: 

“Artículo 176.” El presupuesto ordinario de la República comprende todos los ingresos probables y todos los gastos autorizados de la administración pública, durante todo el año económico
Artículo 180.-“El presupuesto ordinario y los extraordinarios constituyen el límite de acción de los Poderes Públicos para el uso y disposición de los recursos del Estado, y sólo podrán ser modificados por leyes de iniciativa del Poder Ejecutivo...”. 

3- El caso de JAPDEVA: Los principios de legalidad y su derivado, el de legalidad presupuestaria,  deben ser el fundamento de la actuación de esta Junta Administrativa. Bajo esa perspectiva, debe considerarse que la Ley Nro. 5337,  Orgánica de JAPDEVA, contiene en el artículo segundo, en lo que interesa, la enunciación de un fin de carácter general que debe cumplir esa institución, referido a procurar el desarrollo socio-económico, integral, rápido y eficiente de la Vertiente Atlántica del país. La norma supracitada señala:

“Artículo 2º.- Promoverá el desarrollo socio-económico integral, rápido y eficiente de la Vertiente Atlántica de Costa Rica...”


En otras oportunidades
 esta Contraloría General ha indicado que esa norma contiene conceptos jurídicamente indeterminados, otorgando un marco muy amplio de acción a esa Junta Administrativa. Dada esa condición, es esencial que al momento de concederse algún beneficio patrimonial, se actúe en estricto apego a esa norma. Es decir, es responsabilidad de esa Junta dar suficiente contenido a su actuación de modo que se acredite fehacientemente que el beneficio otorgado colabora con el alcance de sus fines, es decir como promotor del desarrollo socio-económico de esa zona del país.
 No debe olvidarse, la responsabilidad asumida en este sentido y particularmente las consecuencias que pueden derivarse de las desviación de los fines establecidos por el legislador
Consecuentemente, esa situación obliga a que se cuente con un marco regulatorio que defina las condiciones y alcances de dicho beneficio. Esta Junta Administrativa aprobó el “Reglamento para la adjudicación de becas y préstamos par estudios superiores de JAPDEVA”, publicado en La Gaceta Nro. 35 del 19 de febrero del presente año, que establece las condiciones bajo la cuales se debe regir este beneficio y que constituye normativa que debe ser  observada en todos sus alcances.

Es necesario además, valga reiterar, que se de una estrecha vinculación entre el otorgamiento del incentivo y el fin establecido por el legislador sobre la promoción del desarrollo socio económico de la Vertiente Atlántico. 
En ese sentido, si bien, las consideraciones esbozadas por el Departamento Legal de esa entidad, en el oficio AL-048-08-SJ, son atendibles, no debe perderse de vista el objetivo concreto dispuesto por el legislador para esa institución y sobre ese objetivo debe de construirse la fundamentación del beneficio. Es decir, este instituto debe de sustentar de manera suficientemente razonada que con el otorgamiento de ese beneficio se logra el fin establecido en el artículo 2 de su Ley Orgánica, para lo cual sería conveniente alguna información objetiva, que puede ser de carácter estadístico, que refleje la realidad de la provincia y la importancia del estímulo a los estudiantes como promotor del desarrollo socio económico de ese lugar.

Debe establecerse también la relación del otorgamiento de este tipo de becas con el Plan Nacional de Desarrollo y el “Plan de Desarrollo Económico Nacional y Regional” 

Conforme con lo establecido en el Reglamento para la adjudicación de becas, antes citado, deberá establecerse, también con sustento objetivo y preestablecido, cuáles son las áreas de interés institucional que cubre dicha beca y además, se torna imperativo que se definan cuáles son los parámetros a utilizar para determinar que un estudiante es de escasos recursos económicos. 
A manera de síntesis, puede retomarse lo señalado por esta Contraloría General en el oficio Nro. 06019 del  24 de mayo de 1989,  y  transcrito en el oficio 15237 (FOE-0P-527) del 20 de diciembre, 2007, al indicar: 
“Consideramos que un programa de becas y préstamos para estudios puede constituir un medio para lograr el desarrollo socio-económico de la región, siempre y cuando se encuentre debidamente implementado. En otras palabras, tal programa debe estar dirigido a otorgar ayudas económicas y a financiar carreras que tiendan al logro de ese desarrollo de acuerdo con las necesidades de la Vertiente Atlántica, asimismo, debe beneficiar a aquellos sectores de la población que definitivamente no puedan cubrir el costo que representan los estudios y permitir la participación, en igualdad de condiciones, de cualquier habitante de la zona, de manera que no se convierta en privilegio de una minoría o venga a satisfacer intereses de otra índole; también debe contar con mecanismos que vengan a garantizar la retribución por el beneficio percibido, pues JADPEVA no está facultada para donar o regalar su patrimonio”
.

Adicionalmente cabe advertir, que esa Junta Administrativa deberá establecer un adecuado sistema de control interno que garantice el otorgamiento y manejo de esos recursos y la correcta y apropiada presupuestación de esos fondos, con el propósito de no provocar  desequilibrios o impactos negativos en su presupuesto.
Por otra parte, y a manera de recomendación, es necesario que esa institución considere la existencia de recursos derivados del Fondo de Desarrollo de la Provincia de Limón (FODELI), órgano adscrito a JAPDEVA, que están dirigidos también a la concesión de becas para estudio, esto a fin de que se optimice la utilización de los recursos públicos y las estructuras administrativas institucionales, con el propósito de  ejecutar de manera eficiente y eficaz los recursos públicos.


Por último, es necesario indicar que corresponde al ámbito de responsabilidad de esa Junta Administrativa, cumplir con el marco normativo que la vincula y con los aspectos referidos en este oficio. Todo lo cual  puede ser objeto de fiscalización posterior por parte de esta Contraloría General. 

          
 Atentamente,

Lic. Manuel J. Corrales Umaña, M.B.A.

Gerente de Área

MCU/MAG/JDC/mcch
Ci:

Consejo de Administración-JAPDEVA



Auditoría General


Archivo Central
Ce:
Licda. Marcela Palma, Contratación Administrativa
G:
2008000205-11
NI:
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� Ver oficio 15237 (FOE-0P-527) del   20 de diciembre, 2007, dirigido a  JAPDEVA.


� No debe olvidarse, la responsabilidad asumida en este sentido y particularmente las consecuencias  que pueden derivarse de las desviación de los fines establecidos por el legislador particularmente en lo dispuesto en los artículos 5 y  de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, Nro. 8422, artículos 5 y 58. 





�  Ver oficio Nro. 06019 del  24 de mayo de 1989 de la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Contraloría General de la República.
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